
 

ESTUDIOS PREVIOS 
SUBASTA INVERSA 

 
JUSTIFICACIÓN PARA LA CELEBRACIÓN DE UN PROCESO DE SELECCIÓN ABREVIADA 
POR SUBASTA INVERSA DE CONFORMIDAD CON LO ESTIPULADO EN LA LEY 80 DE 

1993, LA LEY 1150 DE 2007 Y EL DECRETO 1082 DE 2015. 
 

Dando cumplimiento a lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, “POR MEDIO DEL CUAL SE 
EXPIDE EL DECRETO ÚNICO REGLAMENTARIO DEL SECTOR ADMINISTRATIVO DE 
PLANEACIÓN NACIONAL”, norma que en su artículo 2.2.1.1.2.1.1., enuncia entre otros, que los 
estudios y documentos previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los pliegos 
de condiciones y el contrato, se realiza el presente análisis de conveniencia para incorporar al 
presente proceso. 
 
1. JUSTIFICACIÓN 

 
En primer lugar, es importante remitirse a la Constitución Política de Colombia para 
determinar que exista una viabilidad desde el punto de vista legal partiendo de los 
principios que fueron consagrados en la misma, para posteriormente analizar factores 
determinantes en las leyes que se desprenden de dichas disposiciones, por lo tanto, en 
observancia de los artículos que determinan las facultades desde la gestión administrativa 
se referencian los siguientes: 
 
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia 
de un orden justo. 
 
Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus 



 

actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración 
pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos 
que señale la ley. 
 
Es claro entonces que el municipio como entidad política administrativa tiene una serie de 
obligaciones enfocadas en generar progreso local y bienestar en el territorio que representa 
y para esto es necesaria la escogencia de un alcalde municipal que tiene una amplia serie 
de atribuciones legales de las cuales para el presente estudio se relacionan las que mayor 
correlación tienen con el mismo: 

 
Artículo 315. Son atribuciones del alcalde: 
 
1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del gobierno, las 

ordenanzas, y los acuerdos del concejo. 
2. Conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y las 

instrucciones y órdenes que reciba del Presidente de la República y del respectivo 
gobernador. El alcalde es la primera autoridad de policía del municipio. La Policía 
Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las órdenes que le imparta el alcalde por 
conducto del respectivo comandante. 

3. Dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las 
funciones y la prestación de los servicios a su cargo; representarlo judicial y 
extrajudicialmente; y nombrar y remover a los funcionarios bajo su dependencia y a los 
gerentes o directores de los establecimientos públicos y las empresas industriales o 
comerciales de carácter local, de acuerdo con las disposiciones pertinentes. 

4. Suprimir o fusionar entidades y dependencias municipales, de conformidad con los 
acuerdos respectivos. 

9. Ordenar los gastos municipales de acuerdo con el plan de inversión y el presupuesto. 
10. Las demás que la Constitución y la ley le señalen. 
 
Que, en desarrollo de los mandatos constitucionales, fue expedida la Ley 65 de 1993 por 
medio de la cual se regula el cumplimiento de las medidas de aseguramiento, la ejecución 
de penas privativas de la libertad personal y de las medidas de seguridad. Así mismo, 
establece claramente que los municipios tendrán a su cargo, la creación, fusión o 
supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las 
cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones 
que impliquen privación de la libertad, de conformidad con los artículos que se relacionan 
a continuación: 
 
 



 

“CARCELES DEPARTAMENTALES Y MUNICIPALES. Corresponde a los departamentos, 
municipios, áreas metropolitanas y al Distrito Capital de Santafé de Bogotá, la creación, 
fusión o supresión, dirección, y organización, administración, sostenimiento y vigilancia de 
las cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por 
contravenciones que impliquen privación de la libertad, por orden de autoridad policiva. 
 
Mientras se expide la ley que atribuya a las autoridades judiciales el conocimiento de los 
hechos punibles sancionables actualmente con pena de arresto por las autoridades de 
policía, éstas continuarán conociendo de los mismos. 
 
Los castigados por contravenciones serán alojados en pabellones especiales. 
 
El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ejercerá la inspección y vigilancia de las 
cárceles de las entidades territoriales. 
 
En los presupuestos municipales y departamentales, se incluirán las partidas necesarias 
para los gastos de sus cárceles, como pagos de empleados, raciones de presos, vigilancia 
de los mismos, gastos de remisiones y viáticos, materiales y suministros, compra de 
equipos y demás servicios. 
 
Los gobernadores y alcaldes respectivamente, se abstendrán de aprobar o sancionar según 
el caso, los presupuestos departamentales y municipales que no llenen los requisitos 
señalados en este artículo. 
 
La Nación y las entidades territoriales podrán celebrar convenios de integración de 
servicios, para el mejoramiento de la infraestructura y el sostenimiento de los centros de 
reclusión del sistema penitenciario y carcelario.”1 Subrayado fuera de texto. 
 
Que es la misma Ley 65 de 1993 por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario, 
en su Artículo 67, que establece la obligación la Unidad de Servicios Penitenciarios y 
Carcelarios (USPEC) de suministrar la alimentación de las personas privadas de la libertad. 
Obligación que se hace extensiva a los municipios. 
 
Que conforme Ley 65 de 1993 y la interpretación que la Corte Constitucional ha hecho 
sobre ella2, determina que es obligación de las entidades territoriales hacerse cargo de las 
personas que están privadas de la libertad (PPL) 
 

 
1 Ley 65 de 1993, ARTICULO  17. CARCELES DEPARTAMENTALES Y MUNICIPALES. 
2 Corte Constitucional de Colombia. Sentencias T-153 de 1998, T-762 de 2015, T-151 de 2016 y SU-122 de 2022. 



 

“(…) 
354.  Concretamente, de acuerdo con los artículos 17 y 21 de la Ley 65 de 1993, 

corresponde a los entes territoriales la creación, fusión o supresión, dirección, 
organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las 
personas detenidas preventivamente. 

(…) 
358. En los traslados es imperioso que se priorice a (i) mujeres gestantes, (ii) mujeres 

cabeza de familia, (iii) personas que requieran la prestación de servicios y 
tecnologías en salud de manera permanente, así como a (iv) individuos de la tercera 
edad, puesto que en estos espacios no es posible garantizar las condiciones 
mínimas para la reclusión, el enfoque diferencial y la obligación de separación entre 
hombres y mujeres. Asimismo, de acuerdo con las pruebas recaudadas dentro del 
trámite de revisión, pudo comprobarse que en los denominados centros de 
detención transitoria se presentan problemas de acceso, atención y continuidad en 
materia de salud. 

(…) 
360. Adicionalmente, si tras efectuar los traslados ordenados persiste el hacinamiento 

en los llamados centros de detención transitoria o existen personas que llevan más 
de treinta y seis (36) horas en tales lugares, esta Corporación ordenará a las 
entidades territoriales que tengan bajo su jurisdicción tales centros que, en el 
término de un (1) año y medio contado desde la notificación de esta sentencia, 
dispongan de inmuebles, bien sean aquellos que estén bajo su dominio o a través 
del perfeccionamiento de contratos como el comodato o el arrendamiento, que 
cuenten con las condiciones de seguridad, salubridad, higiene y sanidad 
adecuadas, para trasladar temporalmente a personas recluidas en los denominados 
centros de detención transitoria y disminuir el hacinamiento. Las personas deberán 
ser trasladadas temporalmente a dichos inmuebles. 

361. Los espacios temporales podrán habilitarse por un término máximo de seis (6) 
años, periodo en el cual los entes territoriales deben finalizar la construcción de 
cárceles departamentales o municipales, medida a largo plazo que tiene como 
finalidad ampliar la demanda de cupos para las personas detenidas 
preventivamente. 

362. En estos espacios se deberá garantizar como mínimo: (i) la custodia adecuada; (ii) 
el acceso a servicios sanitarios y de agua potable de manera permanente; (iii) recibir 
visitas de sus familiares y amigos; (iv) entrevistarse con sus abogados defensores; 
(v) el suministro de la alimentación diaria con el componente nutricional requerido 
según los estándares aplicados por la Uspec, entidad que tendrá que facilitar la 
información necesaria a fin de dar cumplimiento a este numeral; (vi) el acceso a 
servicios de salud de urgencias y/o de control que requieran las personas 



 

detenidas; y (vii) los permisos y traslados que requieran conforme a las previsiones 
del Código Penitenciario y Carcelario. El cumplimiento de esta orden quedará a 
cargo de las entidades territoriales y la Uspec. 

(…)”3 
 

Que en la misma Sentencia de Unificación SU-122 de 2022, la Honorable Corte 
Constitucional Colombiana, extendió la declaración del estado de cosas inconstitucional 
contenida en la Sentencia T-388 de 2013 para garantizar el goce efectivo de los derechos 
fundamentales de las personas privadas de la libertad en centros de detención transitoria, 
como inspecciones, estaciones y subestaciones de Policía y unidades de reacción 
inmediata.  

 
En consecuencia, se pronunció de la siguiente manera:  
(…)  
Sexto. ORDENAR a las entidades territoriales que tienen bajo su jurisdicción 
inspecciones, estaciones, subestaciones de Policía, URI y centros similares que, dentro 
de los cuatro (4) meses siguientes a la notificación de esta sentencia, garanticen que las 
personas privadas de la libertad en estos lugares cuenten con las condiciones mínimas 
de alimentación, acceso a baños, ventilación y luz solar suficientes; así como la 
separación tanto entre hombres y mujeres, como entre menores y mayores de edad. 

 
Séptimo. (…)  
 
En estos espacios provisionales destinados a la privación de la libertad de personas con 
medida de aseguramiento de detención preventiva se deberán implementar, 
adicionalmente, las demás medidas ordenadas a través de la presente providencia, en 
relación con las garantías mínimas a las que deben acceder las personas privadas de la 
libertad. Se deberá garantizar, como mínimo: (i) la custodia adecuada; (ii) el acceso a 
servicios sanitarios y de agua potable de manera permanente; (iii) recibir visitas de sus 
familiares y amigos; (iv) entrevistarse con sus abogados defensores; (v) el suministro 
de la alimentación diaria con el componente nutricional requerido según los 
estándares aplicados por la Uspec, entidad que tendrá que facilitar la información 
necesaria a fin de dar cumplimiento a este numeral; (vi) el acceso a servicios de salud de 
urgencias y/o de control que requieran las personas detenidas; y (vii) los permisos y 
traslados que requieran conforme a las previsiones del Código Penitenciario y Carcelario. 
 
El cumplimiento de esta orden estará a cargo de las respectivas entidades 

territoriales (…) (Negrillas y subrayas son intencionales) 
 

3 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia SU-122 de 2022. 



 

 
2. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD: LA CUAL PRETENDE SER SATISFECHA POR EL 

CONTRATO 
 
El municipio de Segovia – Antioquia, en ejercicio de sus competencias constitucionales y 
legales, atiende a las personas privadas de la libertad con medida de aseguramiento de 
detención preventiva que, mientras se define su situación jurídica o se coordinan los 
correspondientes traslados, permanecen en los centros de detención transitoria ubicados 
bajo su jurisdicción, particularmente en las instalaciones del Comando de la Policía 
Nacional.  
 
De conformidad con los artículos 17 y 19 de la Ley 65 de 1993 y con lo establecido por la 
Corte Constitucional en la Sentencia de Unificación SU – 122 de 2022, corresponde a las 
autoridades territoriales garantizar las condiciones mínimas de dignidad y los derechos 
fundamentales de las personas privadas de la libertad que se encuentren en centros de 
detención transitoria bajo su jurisdicción, incluyendo el suministro de alimentación diaria 
con el componente nutricional requerido.  
 
En relación con lo anterior, el artículo 67 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 
48 de la Ley 1709 de 2014, regula la provisión de alimentación de las personas privadas de 
la libertad, mientras que el artículo 68 de la misma Ley, modificada por el artículo 49 de la 
Ley 1709 de 2014, establece que los alimentos deben ser de alta calidad y cantidad que 
aseguren una suficiente y balanceada nutrición.  
 
A su vez, mediante la Ley 2346 del 10 de enero de 2024 se adicionó un parágrafo transitorio 
al artículo 67 de la Ley 65 de 1993, mediante el cual se permitió que la Unidad de Servicios 
Penitenciarios y Carcelarios – USPEC – continuara prestando temporalmente el servicio de 
alimentación en los centros de detención transitoria hasta el 30 de junio de 2025, 
estableciéndose que, vencido dicho término, la prestación del servicio debía ser asumida 
definitivamente por las entidades territoriales.  
 
Así mismo, la Corte Constitucional, mediante Sentencia de Unificación SU-122 de 2022, 
ratificó y amplió la declaración del estado de cosas inconstitucional establecido en la 
Sentencia T-388 de 2013, extendiendo su aplicación a los centros de detención transitoria 
como inspecciones, estaciones y subestaciones de Policía, y unidades de reacción inmediata 
(URI). En dicha providencia, el alto tribunal ordenó expresamente a las entidades 
territoriales garantizar las condiciones mínimas de dignidad humana para las personas 
privadas de la libertad en estos espacios, dentro de las cuales se incluye el suministro de 



 

alimentación diaria con el componente nutricional requerido conforme a los estándares 
fijados por la USPEC. 
 
En consecuencia, para la vigencia 2027, el Municipio de Segovia debe adoptar las medidas 
administrativas, presupuestales y contractuales necesarias para garantizar la continuidad, 
suficiencia, calidad e inocuidad del servicio de alimentación de las personas privadas de la 
libertad con medida de aseguramiento de detención preventiva que permanezcan en los 
centros de detención transitoria bajo su jurisdicción.  
 
En este contexto, se hace necesario adelantar el proceso de contratación correspondiente 
para garantizar de manera continua y oportuna el suministro de las raciones alimentarias 
requeridas, en condiciones de calidad, cantidad, oportunidad, higiene, inocuidad y 
suficiencia nutricional, de conformidad con las condiciones técnicas que se establezcan en 
los documentos del proceso y con las disposiciones aplicables en materia sanitaria y 
penitenciaria. 
 
Igual situación ocurre con los menores infractores que son trasladados al Centro Transitorio 
(CETRA) a quienes se les debe brindar las mismas garantías ya anotadas, a quienes se 
extienden por analogía. 
 
Los Centros Transitorios constituyen espacios destinados a la atención inicial de 
adolescentes o jóvenes aprehendidos en flagrancia o por orden judicial, mientras la 
autoridad competente define su presentación ante el juez con función de control de 
garantías. De acuerdo con las orientaciones técnicas del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar – ICBF, estos servicios deben garantizar su operación de manera permanente 
cuando existan usuarios ubicados y atender las necesidades de los adolescentes durante su 
permanencia.  
 
En este contexto, la alimentación constituye una necesidad básica e indispensable para 
garantizar condiciones dignas de permanencia y atención integral de los adolescentes que 
se encuentren bajo custodia o atención en el Centro Transitorio. La circunstancia de 
encontrarse un adolescente privado temporalmente de su libertad o sujeto a una medida 
de ubicación dentro del SRPA no implica la pérdida de sus demás derechos fundamentales, 
razón por la cual la entidad debe adoptar las medidas necesarias para garantizar su 
integridad, dignidad y protección integral. 
 
La Ley 1098 de 2006 establece un régimen especial de responsabilidad penal para 
adolescentes, inspirado, entre otros principios, en la protección integral y en la garantía de 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En consecuencia, la atención institucional 



 

debe desarrollarse bajo condiciones que permitan satisfacer sus necesidades básicas 
durante el tiempo en que permanezcan en el Centro Transitorio, en especial lo normado en 
el artículo 188 de la citada norma 
 
Por lo anterior, resulta necesario contratar el suministro de alimentación preparada y/o 
raciones alimentarias destinadas a los adolescentes ubicados en el Centro Transitorio, de 
acuerdo con las cantidades, ciclos de menú, condiciones nutricionales, sanitarias, de 
manipulación, empaque, transporte, entrega y demás especificaciones técnicas establecidas 
por la entidad. 
 
La necesidad contractual se origina en la obligación de garantizar que, durante la 
permanencia de los adolescentes en el Centro Transitorio, exista disponibilidad efectiva y 
continua de alimentos suficientes, inocuos y adecuados, evitando situaciones que puedan 
afectar su salud, integridad física o dignidad. 
 
Así mismo, teniendo en cuenta que la permanencia en estos centros puede producirse en 
cualquier momento y que la prestación del servicio debe responder a la dinámica propia 
del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, la entidad requiere contar con un 
proveedor que tenga la capacidad operativa y logística necesaria para atender 
oportunamente los requerimientos de alimentación que se generen durante la ejecución 
contractual. 
 
La contratación permitirá garantizar la continuidad de la atención, evitar interrupciones en 
el suministro y disponer de un mecanismo contractual que permita atender las necesidades 
reales de alimentación de la población objeto, conforme con los cupos disponibles y el 
número efectivo de adolescentes ubicados en el Centro Transitorio. 

 
De esta manera, la presente contratación busca dar cumplimiento efectivo a las 
disposiciones constitucionales y legales, garantizando que las personas privadas de la 
libertad incluyendo a los menores infractores, que estén bajo la responsabilidad del 
municipio de Segovia, cuenten con una alimentación balanceada y suficiente, conforme a 
los parámetros técnicos establecidos por la USPEC y a respetando sus derechos a la 
dignidad humana. 
 

3. DESCRIPCIÓN DEL OBJETO, SU ALCANCE Y LAS OBLIGACIONES DE LAS PARTES 
 

3.1. OBJETO 
 



 

“FORTALECIMIENTO DE LA ATENCIÓN INTEGRAL A LA POBLACIÓN PRIVADA DE LA 
LIBERTAD MEDIANTE EL SUMINISTRO DE ALIMENTACIÓN EN LA CARCEL MUNICIPAL 
Y EL CENTRO TRANSITORIO (CETRA) DEL MUNICIPIO DE SEGOVIA, ANTIOQUIA” 

 
3.2. ALCANCE DEL OBJETO 

 
Para alcanzar el objeto contractual el contratista deberá suministrar la alimentación 
requerida, a la población privada de la libertad del municipio de Segovia., atendiendo a las 
siguientes disposiciones:  

 
3.2.1. FICHA TÉCNICA:  
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ITEM DESCRIPCIÓN 
UNIDAD 

DE MEDIDA 
CANTIDAD 

VALOR 
UNIDAD 

Desayuno 

Comida preparada compuesta por: 
Harina blanca tipo arepa o pan de 50 
gramos. Proteína 100 gramos por 
porción, de origen animal como: pollo (o 
su derivado huevo), res, cerdo. Frutas 50 
gramos o lácteos 100 ml. Bebida 200 ml 
caliente como: agua de panela, 
chocolate en leche, chocolate en panela, 
café en leche o jugo natural 

Plato tipo 
bandeja o 

su 
equivalente 

Por 
demanda. 

 
Según el 
número de 
la 
población 
privada de 
la libertad 

$22.000.00 

Almuerzo 

Comida preparada compuesta por: 
Proteína 150 gramos por porción, de 
origen animal como: pollo, pescado, res, 
cerdo. Carbohidratos 200 gramos por 
porción, como: plátanos, fríjoles, 
garbanzos, lentejas, papas, tubérculos, 
maíz, pasta y arroz. Hortalizas, Verduras 
y/o Vitaminas 150 gramos por porción: 
vegetales de hojas verdes, zanahoria, 
tomate, entre otras preparadas en 
ensalada. Bebida 200 ml jugo de fruta 
natural o limonada natural en agua o en 
panela 

Plato tipo 
bandeja o 

su 
equivalente 

Por 
demanda. 

 
Según el 
número de 
la 
población 
privada de 
la libertad. 

$29.000.00 

Cena 

Comida preparada compuesta por: 
Proteína 150 gramos por porción, de 
origen animal como: pollo, pescado, res, 
cerdo. Carbohidratos 150 gramos por 
porción, como: frijoles, maíz, pasta y 
arroz. Hortalizas, Verduras y/o Vitaminas 
100 gramos por porción: vegetales de 
hojas verdes, zanahoria, tomate, entre 
otras preparadas en ensalada. Bebida 
200 ml jugo de fruta natural o limonada 
natural en agua o en panela 

Plato tipo 
bandeja o 

su 
equivalente 

Por 
demanda. 

 
Según el 
número de 
la 
población 
privada de 
la libertad 

$29.000.00 

 



 

3.3. OBLIGACIONES ESPECIFICAS 
 

3.3.1. Prestar el servicio de alimentación requerido (Desayuno, Almuerzo y Cena), todos 
los días (Lunes a Domingo), sin interrupciones, a la población privada de la 
libertad que se encuentra en el municipio de Segovia. 

3.3.2. Garantizar la preparación y entrega de alimentación según la ficha técnica 
adjunta, mediante el uso de las buenas prácticas de sostenibilidad. 

3.3.3. Garantizar que la cocina para la preparación de los alimentos, cuente con los 
elementos básicos indispensables para la producción y suministro de la 
alimentación, tales como estufas, parillas, plancha, horno, extractores, pequeños 
electrodomésticos y demás utensilios indispensables, teniendo en cuenta las 
medidas de seguridad necesarias para el funcionamiento.  

3.3.4. Garantizar un congelador para el almacenamiento de productos alimenticios 
procurando la cadena de refrigeración requerida. 

3.3.5. Garantizar la disponibilidad de un refrigerador para el almacenamiento de frutas, 
verduras y demás insumos requeridos para el suministro. 

3.3.6. Garantizar que el personal de cocina cumpla con los requisitos mínimos de 
higiene tales como vestimenta apropiada, prácticas de limpieza y certificación en 
manipulación de alimentos. 

3.3.7. Garantizar que el establecimiento utilizado para la preparación de los alimentos 
cumpla con las normas mínimas sanitarias y de higiene, así como del concepto 
sanitario favorable respecto de la visita de inspección, vigilancia y control emitida 
por la autoridad competente.  

3.3.8. Garantizar que el establecimiento donde se realizará la preparación de la 
alimentación a la población privada de la libertad, se encuentre dentro del 
perímetro urbano del municipio de Segovia, a fin de garantizar una efectiva 
logística de entrega y calidad de los productos, así como de la temperatura 
adecuada.  

 
4. VALOR ESTIMADO Y APROPIACIÓN PRESUPUESTAL: 
 

El MUNICIPIO DE SEGOVIA ha estimado el presupuesto oficial para esta contratación en 
la suma de CUATROCIENTOS MILLONES DE PESOS ($400.000.000); con cargo al rubro 
presupuestal 2.3.2.02.02.009 - SERVICIOS PARA LA COMUNIDAD, SOCIALES Y PERSONALES, 
202400000004838 – 1206018, soportados así:  
 

• La suma de SESENTA MILLONES DE PESOS M/L ($60.000.000), correspondiente 
al 15% del presupuesto de la vigencia fiscal 2026, según CERTIFICADO DE 



 

DISPONIBILIDAD N° 1454 del 10 de septiembre de 2026, expedido por la 
Secretaría de Hacienda. 
 

• Y la suma de TRESCIENTOS CUARENTA MILLONES DE PESOS ($340.000.000) 
correspondiente al restante 85% de la vigencia futura ordinaria fiscal 2027, 
amparado mediante el Acuerdo Municipal N° 014 del 15 de julio de 2027, “Por 
medio del cual se autoriza al alcalde municipal de Segovia  Antioquia 
comprometer vigencias futuras ordinarias, con el propósito de garantizar la 
ejecución de proyectos de inversión y la atención de gastos de funcionamiento, 
en el marco del Plan de Desarrollo Municipal y del Presupuesto General del 
Municipio” 

 
Para efectos de determinar el valor estimado del contrato debe acudirse a los precios del 
mercado; preferiblemente observando los costos que determinan las agremiaciones o 
asociaciones de prestadores de dichos servicios o de entidades públicas del entorno donde 
se presten servicios en materia que es objeto del contrato. 

 
Adicionalmente se tiene en cuenta el valor histórico de contratos similares que 
ordinariamente ha pagado el Municipio de Segovia por este tipo de servicios en años 
anteriores, así mismo se cuenta con diferentes cotizaciones, de las cuales se arrojó dicho 
presupuesto.  

 
5.  CONDICIONES DEL PAGO PARA EL CONTRATISTA: 
 

El municipio le pagará al contratista de la siguiente manera:  Pagos parciales de acuerdo a 
lo facturado y teniendo en cuenta los servicios prestados, previa presentación de la cuenta 
de cobro o factura según sea el caso, previo informe en lo concerniente a sus obligaciones 
contractuales, certificación de cumplimiento a satisfacción expedida por la o el supervisor 
del contrato.  En ninguno de los casos la sumatoria de los pagos mensuales podrá superar 
el valor total contratado.  
 
En todo caso los pagos estarán sujetos a la disponibilidad de apropiaciones presupuestales 
del Municipio según el Programa Anual Mensualizado de Caja (PAC), según lo contemplado 
en el Decreto 111 de 1996 y el contratista deberá tener en lo dispuesto por el artículo 19 
de la Ley 1150 de 2007, que hace referencia al derecho de turno.  
 
Como consecuencia, la factura o documento equivalente deberá ser entregada al Supervisor 
del contrato con suficiente antelación que le permita a la Administración adelantar los 



 

trámites inherentes por el interventor o supervisor designado por parte de la 
Administración.  
 
El recibo a satisfacción que debe adjuntarse a la factura o documento equivalente será 
elaborado por el interventor o supervisor designado por la Administración.  
 
Para efectos de desembolso parcial o total el contratista deberá acreditar el pago de aportes 
parafiscales y afiliación obligatorio del personal y pago actualizado de seguridad social, 
salud y pensión, a que haya lugar, conforme al artículo 182 de la Ley 100 de 1933, a la Ley 
789 de 2002, a las Leyes 797 y 828 de 2003 y el Decreto 510 de 2003, so pena de hacerse 
acreedor a las sanciones establecidas en la misma. Si el adjudicatario no se encuentra a paz 
y salvo con el Municipio, con la suscripción del contrato, autoriza para que la Tesorería, en 
el momento de un pago, automáticamente y sin previo aviso realice el correspondiente 
cruce de cuentas, para compensar los valores que tenga en mora por cualquier concepto.  
El ente territorial pagará dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha en el 
CONTRATISTA subsane las glosas que formule.  Si el contratista no presenta la cuenta con 
sus soportes respectivos, dentro de la vigencia fiscal correspondiente, no podrá hacer 
ninguna reclamación judicial o extrajudicial de actualizaciones, intereses o sobrecostos 
sobre el valor de la cuenta en caso de mora en el pago, el ente territorial reconocerá al 
CONTRATISTA un interés moratorio equivalente al interés legal civil vigente.  
 
Del valor de cada pago se descontarán los impuestos de carácter nacional y local.   
 
Es importante aclarar que algunas deducciones pueden variar acorde con la forma de 
la empresa y su representación ante la DIAN. 

 
6. PLAZO PARA LA EJECUCIÓN: 
 

El plazo de ejecución del presente contrato será a partir del inicio de ejecución en la 
Plataforma Electrónica SECOP II y hasta el 31 de diciembre de 2027 o hasta agotar 
presupuesto, lo que primero suceda.  
 
Previo al inicio se deberá aprobar las garantías pactadas por parte del municipio, la firma 
electrónica en la Plataforma Electrónica SECOP II y demás trámites endilgados al proceso. 

 
7. FUNDAMENTOS JURÍDICOS QUE SOPORTAN LA MODALIDAD DE SELECCIÓN 
 

El régimen jurídico aplicable al presente proceso de selección, el cual comprende las etapas: 
precontractual, contractual y poscontractual, es el previsto en el estatuto general de 



 

contratación de la Administración Pública (Ley 80 de 1993 y ley 1150 de 2007), el Decreto 
reglamentario 1082 de 2015 y demás normas que las modifiquen, adicionen, reglamenten 
o complementen, así como por las disposiciones civiles, comerciales y demás normas 
concordantes que resulten aplicables al objeto contractual.  
 
De conformidad con el numeral 2, literal a), del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, la selección 
abreviada es la modalidad aplicable para la adquisición o suministro de bienes y servicios 
de características técnicas uniformes y de común utilización, entendidos como aquellos que 
poseen especificaciones técnicas y patrones de desempeño y calidad objetivamente 
definidos, de manera que puede ser adquiridos por las entidades bajo condiciones 
estandarizados.  
 
En concordancia con lo anterior, el Decreto 1082 de 2015 establece las reglas aplicables a 
la selección abreviada para la adquisición de bienes y servicios de características técnicas 
uniformes y de común utilización, incluyendo el procedimiento de subasta inversa.  
 
Para el presente proceso, el objeto contractual corresponde al suministro de raciones 
alimentarias destinadas a las personas privadas de la libertad con medida de aseguramiento 
de detención preventiva que se encuentren en los centros de detención transitoria bajo 
jurisdicción del Municipio de Segovia.  Las raciones requeridas pueden ser definidas 
mediante especificaciones técnicas objetivas y previamente determinadas por la entidad, 
relacionadas, entre otros aspectos con su composición, cantidad, gramaje, aporte 
nutricional, condiciones de preparación, manipulación, empaque, transporte, entrega, 
calidad e inocuidad.  
 
En consecuencia, las condiciones mínimas de los bienes y servicios de objeto de adquisición 
pueden ser estandarizadas y verificadas objetivamente, permitiendo que las ofertas sean 
comparables bajo parámetros previamente establecidos mediante la puja, sin que ello 
implique sacrificar los estándares mínimos de calidad, suficiencia nutricional, higiene e 
inocuidad exigidos en los documentos del proceso.  
 
Por lo anterior, atendiendo la naturaleza del objeto contractual y a la posibilidad de 
establecer técnicamente las condiciones mínimas de las raciones alimentarias requeridas, 
se determina que resulta procedente adelantar el presente proceso mediante la modalidad 
de Selección Abreviada para la adquisición de Bienes y Servicios de Características Tecnicas 
Uniformes, mediante Subasta Inversa Electrónica, de conformidad con la Ley 1150 de 2007 
y el Decreto 1082 de 2015. 

 
8. JUSTIFICACIÓN PARA LA SELECCIÓN DEL CONTRATISTA 



 

 
8.1. CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE.  

 
En cumplimiento de la selección objetiva del contratista, se establecen criterios que serán 
objeto de evaluación y clasificación, los cuales permitirán concluir de manera precisa que la 
escogencia del contratista se realiza de acuerdo con el ofrecimiento más favorable para la 
entidad y los fines que ella busca. Dichos criterios se determinan de conformidad con lo 
establecido en el numeral 2 del artículo 5 de la ley 1150 de 2007 modificado por el artículo 
88 de la ley 1474 de 2011.  

 
Asimismo, se establecen criterios de selección teniendo en cuenta lo dicho por la agencia 
Nacional de contratación Colombia compra eficiente para determinar y verificar los 
requisitos habilitantes en el proceso de contratación en forma adecuada y proporcional a 
la naturaleza y valor del contrato, se atiende a la relación entre el contrato que se pretende 
celebrar y la experiencia del proponente y su capacidad jurídica, financiera y organizacional. 

 
Para ello se establecen los requisitos habilitantes que deberán cumplir los proponentes y 
su forma acreditación, teniendo en cuenta el riesgo del proceso de contratación, el valor 
del contrato objeto del proceso, el análisis del sector económico respectivo y el 
conocimiento del fondo de los posibles oferentes desde la perspectiva comercial. 

 
8.2. REQUISITOS HABILITANTES  

 

Capacidad jurídica Cumple o No Cumple 

Capacidad financiera Cumple o No Cumple 

Capacidad técnica, Organizacional 
y condiciones de experiencia 

Cumple o No Cumple. 
Cumple o No Cumple 

 
8.2.1. DOCUMENTOS QUE ACREDITAN LA CAPACIDAD JURÍDICA. 

 
Este aspecto se estudiará la documentación a efectos de determinar si se habilitará o 
deshabilitará la propuesta. Se evaluará con CUMPLE o NO CUMPLE.  
 
La validación de la capacidad jurídica se realizará mediante la verificación de los 
siguientes documentos: 
 
8.2.1.1. CARTA DE PRESENTACIÓN DE LA PROPUESTA. 
 



 

La carta de presentación de la propuesta debe estar suscrita por la persona natural 
proponente y si es persona jurídica por su representante legal. Y deberá contener la 
información solicitada en el Anexo Nº 1.  
 
Así mismo, en ella declarará el oferente que no se encuentra incurso en ninguna de las 
causales de inhabilidad e incompatibilidad establecidas en los Artículos 8º y 9º de la 
Ley 80 de 1993, como que tampoco lo están los socios y miembros de junta que 
conformen la empresa y que, por lo tanto, no se encuentra impedida para contratar 
con el Estado.  

 
En caso de que la propuesta sea presentada por un Consorcio o Unión Temporal, la 
CARTA DE PRESENTACIÓN deberá estar suscrita por la persona que represente el 
Consorcio o Unión Temporal y en todo caso a la propuesta deberá anexarse el 
documento de constitución del Consorcio o Unión Temporal, junto con la 
manifestación de ausencia de inhabilidades e incompatibilidades tratadas 
anteriormente. 
 
En la carta de presentación el oferente deberá indicar qué información de la 
suministrada, tiene carácter reservado, señalando expresamente la norma que le otorga 
tal carácter. 

 
8.2.1.2. CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL DE PERSONAS 

JURÍDICAS. 
 

Las entidades participantes tienen que estar legalmente constituidas, debidamente 
registradas en la Cámara de Comercio. Su actividad comercial u objeto social debe 
comprender el objeto de la contratación y ejercer directamente el objeto de la presente 
convocatoria. 

 
Las personas jurídicas deberán presentar el certificado de Existencia y Representación 
Legal, con fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario a la fecha de 
cierre de la presente convocatoria. En él debe acreditarse que su duración es igual o 
mayor a la de la vigencia del contrato y que su objeto social le da capacidad para 
ofrecer los bienes objeto de esta convocatoria. 

 
En caso de consorcio ó Unión Temporal, cada uno de los integrantes deberá presentar 
este certificado con el cumplimiento de tales requisitos. 
 
8.2.1.3. CERTIFICACIÓN DE PERSONAS NATURALES. 



 

 
Certificado de Registro de Persona Natural y/o del Establecimiento de Comercio, 
expedido por la Cámara de Comercio respectiva dentro de los treinta (30) días 
anteriores al cierre de la convocatoria. En él debe constar que su actividad comercial se 
relaciona con el objeto de la presente contratación y que las matrículas se encuentran 
debidamente renovadas. 

 
8.2.1.4. ACTA DE LA JUNTA DE SOCIOS. 
 
Si de acuerdo con los estatutos y con el certificado de existencia y representación legal, 
para el oferente que sea persona jurídica, la capacidad del representante legal se 
encuentra limitada en razón de la cuantía u otro factor para representar debidamente 
y/o comprometer a la sociedad en esta contratación, se deberá presentar el acta de la 
junta de socios o del órgano social competente, en la cual se le autoriza para presentar 
la propuesta y celebrar el correspondiente contrato, en caso que le sea adjudicado. 

 
8.2.1.5.  GARANTÍA DE SERIEDAD  
 
Póliza de seriedad de la propuesta, en cuantía del 10% del valor establecido como 
presupuesto oficial, la cual deberá ser expedida por una compañía de seguros 
legalmente establecida en Colombia, a favor del municipio de SEGOVIA, con una 
vigencia de 90 días, todo ello en los términos del Decreto 1082 de 2015. 

 
El proponente debe acompañar a su propuesta, como requisito indispensable, una 
Garantía de Seriedad de la misma, que contenga o evidencie, ya sea en el cuerpo del 
documento respectivo o mediante recibo anexo.  

 
La no inclusión de la garantía de seriedad de la propuesta será causal de rechazo de la 
oferta. 

 
Cualquier inconsistencia en la presentación de la póliza podrá ser subsanada dentro de 
los dos (2) días siguientes a su solicitud. Una vez vencido este término sin que se haya 
corregido la póliza, será causal de RECHAZO de la oferta. 

 
Para la constitución de la Garantía de Seriedad, el proponente deberá observar los 
requisitos exigidos a continuación: 

 
Expedición de la garantía: La Garantía de Seriedad podrá ser expedida por una 
Compañía de Seguros legalmente establecida en el país, o podrá constar en una 



 

garantía bancaria expedida por el representante legal de dicha entidad legalmente 
establecida en Colombia, o en cualquier otro medio establecido en el decreto 1082 de 
2015. 
 
Beneficiario de la garantía: La Garantía de Seriedad debe establecer como 
beneficiario al Municipio de SEGOVIA identificado con NIT. 890981391-2 y al 
proponente como tomador y afianzado de la misma. 

 
Cubrimiento de la garantía: La Garantía de Seriedad se debe constituir para 
responder por el cumplimiento oportuno por parte del oferente de las obligaciones 
establecidas en el pliego de condiciones, así como de las estipulaciones y 
especificaciones contenidas en la propuesta que ampara y, en especial, las de suscribir 
el contrato en las condiciones exigidas y adelantar todos los trámites a su cargo que 
conduzcan a hacer legalmente posible su celebración y ejecución. 

 
En virtud de lo anterior, el Municipio hará efectiva la garantía de seriedad de la 
propuesta en el evento en que el proponente no suscriba oportunamente el contrato 
que se le adjudique, o no se allane a cumplir las obligaciones de constituir la garantía 
única. 

 
En caso de que la propuesta sea presentada en consorcio o en unión temporal, el 
Municipio podrá reclamar y demandar de uno o de todos, como lo prefiera, el monto 
total de la garantía de seriedad de la propuesta. 

 
Monto de la garantía: El proponente deberá constituir una garantía de seriedad 
equivalente al diez por ciento (10%) del presupuesto oficial estimado del proceso de 
contratación. 

 
Vigencia de la garantía: La vigencia de la garantía de seriedad deberá ser de noventa 
(90) días calendario, contados a partir de la fecha de entrega de la propuesta. En todo 
caso, los proponentes se comprometen a mantenerla vigente hasta la fecha de 
selección y, a quien resulte favorecido, hasta la constitución de la garantía única del 
contrato producto de este proceso. 

 
El proponente deberá ampliar la vigencia del amparo en el caso de presentarse 
prórrogas en los plazos de la contratación, de la adjudicación, o de la suscripción del 
contrato según sea el caso, no cubiertas con la vigencia inicial. 
 



 

La no aceptación de la prórroga a la garantía por el término señalado, o el no hacerlo 
oportunamente, es señal inequívoca para el Municipio de la voluntad de abandonar el 
proceso de contratación y, en consecuencia, para todos los efectos y etapas 
contractuales, se rechazará la propuesta. 

 
Cuando se trate de garantía bancaria, ésta contendrá el siguiente texto: “La presente 
garantía será pagada por el garante dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha 
de ejecutoria de la resolución administrativa que declare el incumplimiento por parte 
del proponente” 

 
Devolución de la garantía: La Garantía de Seriedad de la propuesta les será devuelta 
al (os) proponente (s) calificado (s) que no resulte (n) favorecido (s) con la adjudicación 
una vez se produzca esta o, eventualmente, una vez se les comunique el acto 
administrativo que declare desierta la contratación. 

 
En el caso que el proponente constituya la Garantía de Seriedad de la propuesta por 
un valor inferior al solicitado o su vigencia no cubra el término estipulado por el 
Municipio, o exista error en el nombre del afianzado o del beneficiario que debe ser el 
Municipio de Segovia, el municipio solicitará su corrección. Si el proponente no cumple 
con el requerimiento de corrección de la póliza dentro del término fijado para ello, el 
Municipio se abstendrá de considerar la oferta, bajo el entendido que la misma no 
ofrece la seriedad exigida en el proceso de selección. 

 
8.2.1.6. DOCUMENTO DE CONSTITUCIÓN DE CONSORCIO O UNIÓN TEMPORAL 
 
En caso de consorcios o uniones temporales, deberá anexarse a la propuesta el 
documento de constitución, en los términos señalados por el artículo 7° de la ley 80 de 
1993, el cual deberá estar suscrito por todos los miembros que lo conforman.  En todo 
caso se observará lo dispuesto en el decreto 1082 de 2015. 

 
La propuesta deberá ser presentada por la persona que represente el Consorcio o 
Unión Temporal. 

 
Los oferentes indicarán si su participación es a título de Consorcio o Unión Temporal y 
en este último caso, señalarán los términos y extensión de la participación en la 
propuesta y en su ejecución, los cuales no podrán ser modificados sin el 
consentimiento previo de la entidad Estatal contratante. 

 



 

Mediante un documento se designará a la persona que los representará, señalando las 
reglas básicas que regulen las relaciones entre ellos y su responsabilidad. En caso de 
Unión Temporal, se indicará al municipio la participación que tendrá cada uno de los 
integrantes. 

 
Los consorcios o Uniones Temporales constituidas se comprometen a permanecer 
constituidas durante el término del contrato y sus prórrogas, si las hubiere. Por lo tanto, 
deberá indicarse expresamente que el consorcio o Unión Temporal no podrá ser 
disuelta ni liquidada durante la vigencia y prórrogas del contrato que se suscriba.  

 
En ningún caso podrá haber cesión del contrato entre quienes integren el consorcio o 
unión temporal. 

 
Los términos y extensión de la participación de la unión temporal no podrán ser 
modificados sin el consentimiento previo del municipio. La responsabilidad de los 
miembros del consorcio o la unión temporal se regirá por lo dispuesto en el artículo 7 
de la ley 80 de 1993 y demás normas reglamentarias. 

 
Toda la información solicitada acerca de los oferentes debe ser presentada por cada 
una de las personas jurídicas que integran el consorcio o unión temporal. 

 
8.2.1.7. DOCUMENTOS EXPEDIDOS EN EL EXTERIOR. 
 
Para documentos públicos extranjeros debe presentarse el apostille, establecido en la 
convención No. 12 de la Conferencia de la Haya y el Decreto 106 de 2001, aplicable a 
los países miembros de dicha convención. Los extranjeros que soliciten la aplicación 
del tratamiento establecido en el parágrafo 2º. Del artículo 20 de la ley 80 de 1993, 
deberán acreditar con su propuesta la existencia de la reciprocidad, acompañando para 
tal efecto un certificado expedido por la autoridad del país de origen. 

 
Cuando se trate de personas naturales extranjeras, sin domicilio en el país, o de 
personas jurídicas privadas extranjeras que no tengan establecida sucursal en 
Colombia, que pretendan presentar propuesta, deben anexar los documentos que 
acrediten su identificación para las personas naturales y, para las jurídicas, la existencia 
y su representación legal.  
 
Adicionalmente, deberán acreditar en el país un apoderado domiciliado en Colombia, 
debidamente facultado para presentar la propuesta y celebrar el contrato, así como 
para representarlas judicial y extrajudicialmente.   



 

 
8.2.1.8. DOCUMENTOS CONFIDENCIALES. 
 
Si se presenta alguna información o documento que el oferente considere que es 
confidencial, es necesario que en la carta de presentación de la propuesta se indique 
el carácter de confidencialidad de esta y se cite la norma en que se fundamenta dicha 
confidencialidad. 

 
8.2.1.9. NO ESTAR INCLUIDO COMO RESPONSABLE FISCAL EN EL BOLETÍN DE 

LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 
 
El proponente aportará certificación y la Entidad verificará, como parte de la evaluación 
jurídica, que el proponente no se encuentre incluido en el boletín de Responsables 
Fiscales, emitido por la Contraloría General de la República. La verificación de no estar 
incluido en dicho boletín habilita a los proponentes participantes. 

 
8.2.1.10. PAGOS DE SEGURIDAD SOCIAL Y PARAFISCALES. 
 
Los proponentes deberán anexar a su propuesta una certificación en la cual conste el 
Pago a los Sistemas de Salud, Riesgos Profesionales, Pensiones y Aportes a las Cajas de 
Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF– y Servicio 
Nacional de Aprendizaje –SENA–, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de 
Ley 789 de 2002 y la Ley 1562 de 2012, esto es, que si la contratación se realiza con 
personas jurídicas, se deberá acreditar el pago de los aportes de sus empleados, a los 
sistemas mencionados mediante certificación expedida por el revisor fiscal, cuando 
este exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o por el representante legal 
durante un lapso equivalente al que exija el respectivo régimen de contratación para 
que se hubiera constituido la sociedad. 
 
En todo caso no será inferior a los seis (6) meses anteriores a la celebración del contrato. 
En el evento en que la sociedad no tenga más de seis (6) meses de constituida, deberá 
acreditar los pagos a partir de la fecha de su constitución. 
 
Si la contratación se hace con personas naturales se deben presentar las respectivas 
autoliquidaciones y certificados de pago a todos los sistemas mencionados. 

 
8.2.1.11. PAZ Y SALVO MUNICIPAL. 
 



 

Deberá adjuntarse a la propuesta el original de paz y salvo o acuerdo de pago con el 
Municipio de Segovia, expedido y debidamente suscrito por la Tesorería del Municipio 
o la Secretaría de Hacienda. En caso de consorcios o uniones temporales, cada uno de 
los miembros asociados deberá reunir por separado el requisito aquí indicado. 

 
8.2.1.12.  REGISTRO ÚNICO TRIBUTARIO. 
 
El proponente deberá adjuntar a la propuesta una copia del Registro Único Tributario, 
expedido por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN. En caso de 
consorcios o uniones temporales, cada uno de los miembros asociados deberá reunir 
por separado el requisito aquí indicado. 

 
El RUT deberá, encontrarse debidamente actualizado de conformidad con las 
resoluciones 139 y 354 de 2012 emanadas de la DIAN. 

 
8.2.1.13. CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS 
 
El proponente aportará certificación y la Entidad verificará, en la base de datos pública 
de la Procuraduría General de la Nación que, el proponente, no tenga antecedentes y/o 
sanciones disciplinarias que impidan contratar con el Estado, tanto en el caso de la 
persona natural como en la jurídica y su representante legal. 
 
8.2.1.14. CERTIFICADO DE ANTECEDENTES JUDICIALES 
 
El proponente aportará certificación y la Entidad verificará, en la base de datos pública 
de la Policía Nacional que, el proponente, no tenga antecedentes judiciales y que en 
todo caso el estado arrojado de la consulta sea: “NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES 
CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES”, lo cual aplica tanto para las personas naturales 
como para los representantes legales de las personas jurídicas. 

 
8.2.1.15. CERTIFICADO DE CONSULTA EN LA PLATAFORMA DEL REGISTRO 

NACIONAL DE MEDIDAS CORRECTIVAS. 
 

El proponente aportará certificación y la Entidad verificará, en la base de datos pública 
de la Policía Nacional que, el proponente (persona natural o el representante legal de 
la persona jurídica) NO TENGA MULTAS PENDIENTES DE PAGAR, por comportamientos 
contrarios a la convivencia, que lleven más de 6 meses desde su imposición, lo cual lo 
inhabilitaría de manera automática en cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 183, 
numeral 4 de la Ley 1801 de 2016. 



 

 
8.2.1.16. CERTIFICADO DE INHABILIDADES POR DELITOS SEXUALES CONTRA 

NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES.  
 

El proponente aportará certificado de consulta y certificación de no tener inhabilidad 
por delitos sexuales contra niños, niñas y adolescentes. Y con el aporte del mismo, se 
entenderá que autoriza de manera clara, expresa e inequívoca a la entidad, para 
consultar la misma, conforme a lo señalado en el parágrafo 2 del Artículo 2 del Decreto 
753 de 2019 

 
8.2.1.17. CERTIFICADO DEL REGISTRO DE DEUDORES ALIMENTARIOS MOROSOS 

(REDAM).  
 

El proponente aportará certificación y la Entidad verificará que el proponente no se 
encuentre incluido en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos (REDAM).  

 
8.2.1.18. REGISTRO ÚNICO DE PROPONENTES. 

 
Aportar certificado de Registro Único de Proponentes de la Cámara de Comercio de la 
jurisdicción del oferente o de cada uno de los oferentes en caso de consorcio o unión 
temporal y cuya fecha de expedición no sea superior a un mes (1) a la fecha de cierre 
del presente proceso de selección. 

 
Los certificados RUP expedidos por las cámaras de comercio en atención a la 
información verificada con los requisitos del decreto 1082 de 2015, en los términos ya 
expuestos y el municipio se hará cargo de la verificación.  
 
Teniendo en cuenta lo contemplado en el artículo 8 del Decreto 1082 de 2015, las 
personas naturales, jurídicas y cada uno de los integrantes del Consorcio o Unión 
Temporal interesados en participar en este proceso, deberán estar inscritos en el 
Registro Único de Proponentes de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 1150 de 2007, 
modificado por el artículo 221 del Decreto 019 de 2012. Los proponentes deben allegar 
el certificado de inscripción en el RUP, expedido por respectiva la Cámara de Comercio 
dentro de los treinta (30) días anteriores al cierre del presente proceso de selección, 
donde conste su inscripción.  

  
A partir del primer día hábil de abril de 2015, para la inscripción, renovación y 
actualización del RUP todos los proponentes deben utilizar el Clasificador de Bienes y 
Servicios. Decreto 1082 de 2015. 



 

  
El proponente deberá aportar este certificado en firme a la fecha de cierre del proceso. 
Dicha exigencia aplica para cada uno de los integrantes de Consorcios, Uniones 
Temporales u otras formas de asociación.  
 
Si la propuesta se presenta en Consorcio o Unión Temporal, cada uno los integrantes 
de la respectiva forma de asociación deberán acreditar la clasificación exigida en el 
Pliego de Condiciones.  

 
Las personas naturales o jurídicas, extranjeras sin domicilio o sin sucursal en el país, no 
requieren estar inscritos en el RUP. En caso de estar inscritas deberán aportar dicho 
certificado, en caso de no estarlo, sus condiciones serán verificadas por la Entidad en 
los documentos que lo soporten.  

  
El certificado constituye plena prueba respecto de la información verificada 
documentalmente y cuyo registro se encuentre EN FIRME, firmeza que se produce diez 
(10) días HABILES después de su publicación en el Registro Único Empresarial (RUE).  

  
De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1082 de 2015, los proponentes que 
deseen participar en el proceso deberán estar clasificados conforme al clasificador de 
bienes y servicios UNSPSC. De igual manera, conforme la circular Externa No. 12 de 5 
de mayo de 2014, expedida por Colombia Compra Eficiente, se exigirá como requisito 
habilitante que el objeto social del proponente permita el cumplimiento del objeto 
contractual determinado en este proceso y que las condiciones de experiencia se 
encuentren registradas de conformidad con el clasificador de bienes y servicios 
UNSPSC.    

 
8.2.1.19.  RELACIÓN DE MULTAS O SANCIONES DEL PROPONENTE  
 
El proponente deberá diligenciar y firmar el formato establecido por EL CONTRATANTE, 
ANEXO N° 3 (Multas o Sanciones), donde se indicarán las multas y las sanciones que le 
hayan sido ejecutoriadas durante los últimos dos (2) años por incumplimiento en el 
desarrollo de otros contratos, contados a partir de la apertura de la presente 
contratación.  

 
A. Fotocopia de la cédula de ciudadanía del representante legal de la empresa y/o 

persona natural como a su vez copia del RUT. 



 

B.  En caso de que el oferente sea persona natural y sea varón menor de cincuenta 
(50) años, deberá allegar copia de la libreta militar que dé cuenta del cumplimiento 
de este requisito 

 
8.2.2.  DOCUMENTOS QUE ACREDITAN LA CAPACIDAD FINANCIERA 

 
El análisis de los documentos financieros solicitados conducirá a determinar si el 
proponente tiene capacidad financiera y podrá ser habilitado.  

 
Para la verificación de las condiciones financieras, la entidad extraerá la misma del RUP. 
 
Se asignará la calificación HABILITADO al proponente que se ajuste a los requisitos 
establecidos a continuación para cada uno de los factores financieros: Endeudamiento, 
Índice de Liquidez y Patrimonio. En caso contrario, se calificará NO HABILITADO en este 
criterio. 

 
8.2.2.1. INDICADORES DE CAPACIDAD FINANCIERA: 

 

REQUISITO REQUERIDO  

Índice de liquidez Igual a 1 o superior 
Índice de endeudamiento Igual a 1 o inferior 

Razón de cobertura de intereses  Igual a 0 o superior 

 
8.2.2.2. INDICADORES DE CAPACIDAD ORGANIZACIONAL: 

 
Para la verificación de la Capacidad de Organización (CO), en principio se tomará 
la información contenida en el Registro Único de Proponentes RUP. En caso de no 
encontrarse allí dicha información, el proponente deberá aportar formato de 
capacidad de organización debidamente diligenciado, suscrito por contador 
público, cumpliendo con la siguiente información:  

 
Rentabilidad del patrimonio y rentabilidad del activo:  

 

TIPO DE REQUISITO DESCRIPCIÓN DEL REQUISITO REQUERIDO 
Rentabilidad Del 
Patrimonio -ROE 

Utilidad operacional dividida por 
el patrimonio 

Igual a 0.25 o superior 

Rentabilidad Del Activo -
ROA 

Utilidad operacional dividida por 
el activo 

Igual a 0.25 o superior 

 
En caso de consorcio o unión temporal cada uno de los participantes deberá 
cumplir con la capacidad financiera. 



 

 
Declaración de renta del último año gravable, según se hubiere vencido o no el 
plazo para presentarla en cada caso particular. 
El Municipio verificará únicamente la información que conste en el Registro Único 
de Proponentes. 

 
8.2.2.3.  CONDICIONES DE EXPERIENCIA  

 
EXPERIENCIA ACREDITADA: Con base a la información aportada, el proponente 
deberá acreditar la siguiente experiencia: 

 
• El proponente deberá contar con registro actualizado y vigente en el RUP, 

donde conste la clasificación UNSPSC establecida mediante el Decreto 1082 de 
2015, acreditando tres (3) contratos como mínimo relacionados con el objeto, 
alcance contractual, actividad económica y la clasificación UNSPSC del presente 
proceso de selección, la sumatoria de los tres (3) contratos acreditados deberán 
promediar como mínimo el valor del presupuesto oficial del presente estudio 
previo, representado en SMMLV.  

• En relación a la operación y prestación de servicio suministro de alimentación 
y/o comidas preparadas deberá acreditar una experiencia mínima de TRES (3) 
años que se contará a partir de la inscripción de la constitución de la empresa 
o establecimiento de comercio ante las instancias competentes. 

 
Personal operativo: El oferente debe indicar en su propuesta que cuenta como 
mínimo con el siguiente personal operativo vinculado mediante contrato de 
trabajo o mediante contrato de prestación de servicios, en su planta de 
personal, garantizando además que dicho personal estará presente durante la 
ejecución del contrato: 1 jefe de cocina 

 
Lo anterior se acreditará mediante la presentación de una copia de la última 
nómina de personal (no superior a 30 días). 
 
Para el personal contratado a través de contratos de prestación de servicios, el 
oferente deberá acreditar su vinculación mediante la presentación de la copia 
de los contratos, los cuales deberán tener como plazo mínimo el estipulado 
para la ejecución del presente objeto contractual, copia del pago a los sistemas 
de seguridad social integral vigente a la fecha de suscripción del contrato y las 
correspondientes hojas de vida del personal operativo antes mencionado, a las 
cuales se deben anexar las certificaciones que acrediten la experiencia. 



 

 
En el caso de los consorcios o uniones temporales, la experiencia habilitante 
será la sumatoria de las experiencias de los integrantes que la tengan, de 
manera proporcional a su participación en el mismo. No podrá acumularse a la 
vez, la experiencia de los socios y la de la persona jurídica cuando éstos se 
asocien entre sí para presentar propuesta bajo alguna de las modalidades 
previstas en el artículo 7 de la ley 80 de 1993.  

 
8.2.2.4. REQUISITO DE EXPERIENCIA ACREDITADA:  

 
El proponente debe certificar experiencia, relacionada con el objeto contractual. En 
aplicación del decreto No. 1082 de 2015, la información para la certificación de 
experiencia será tomada directamente del RUP.  

  
El proponente deberá contar con registro actualizado y vigente en el RUP, donde 
conste la clasificación UNSPSC establecida mediante el Decreto 1082 de 2015, 
acreditando mínimo tres (3) contratos relacionados con el objeto o alcance 
contractual del presente proceso de selección, relacionado con alguno de los 
códigos UNSPSC en el tercer nivel que se describen a continuación y cuya 
sumatoria sea igual o superior al presupuesto oficial expresados en SMMLV.  

 
Establecimientos para comer y beber 90101500 

Servicios de banquetes y catering 90101600 

Servicios de cafetería 90101700 

Servicios de comida para llevar y a domicilio 90101800 

 
La información se verificará a partir de los contratos reportados en el Registro Único 
de Proponentes. Para consorcios o uniones temporales, se sumarán los porcentajes de 
participación de los integrantes. 

 
8.2.3.  DOCUMENTOS QUE ACREDITAN LA CAPACIDAD TÉCNICA 

 
El proponente deberá acreditar la planta mínima de personal que posee, para lo cual 
deberá aportar las ultimas planillas de pago de salud, pensión y riegos profesionales. 
Además, deberá contar con un establecimiento dentro del casco urbano del municipio 
de Segovia, con funcionamiento autorizado de mínimo tres (3) años de servicio lo cual 
será acreditado con la fecha de constitución si es persona jurídica o inscripción si es 
persona natural ante la Cámara de Comercio. 

 



 

8.2.3.1. CAPACIDAD, REQUERIMIENTOS E INSTALACIONES MÍNIMAS.    
 

a. Prestar el servicio de suministro de alimentación todos los días de lunes 
a domingo con disponibilidad de entrega a domicilio de alimentación 
durante las 24 horas del día.  

b. Contar con la dotación y elementos de cocina necesarios para la 
preparación de los alimentos. 

c. Contar con un (1) congelador para el almacenamiento de productos 
alimenticios que requieran cadena de frio. 

d. Contar con un (1) refrigerador para el almacenamiento de frutas, 
verduras y demás insumos requeridos para el suministro 

e. Mantener las condiciones de higiene y contar con la certificación en 
manipulación de alimentos del personal de cocina. 

f. Cumplir con las normas mínimas sanitarias y contar con el concepto 
sanitario favorable respecto de la visita de inspección, vigilancia y 
control emitida por la autoridad competente. 

g. Las instalaciones del restaurante o establecimiento donde se prestará el 
servicio de preparación y suministro de alimentación deberán 
encontrarse dentro del centro administrativo de la cabecera municipal 
de Segovia a fin de garantizar una efectiva logística en el suministro de 
la alimentación. (Se acreditará mediante Cámara de Comercio) 

h. Contar con el equipo mínimo de trabajo requerido en el presente 
documento. 

 
8.2.4.  DOCUMENTO DE CONTENIDO ECONÓMICO - PROPUESTA ECONÓMICA. 

 
El proponente debe indicar el valor de su propuesta, teniendo en cuenta los siguientes 
aspectos: 

 
• Las ofertas deben ser presentadas en moneda legal colombiana. 
• El proponente debe discriminar el valor del impuesto al valor agregado IVA, 

puesto que, si no lo discrimina y el bien suministrado causa el mencionado 
impuesto, el Municipio de Segovia lo considerará incluido dentro del valor total 
de la oferta, hecho que deberá ser aceptado por el proponente. 

• Dentro de la oferta económica debe incluirse la totalidad de los costos, utilidades, 
impuestos, imprevistos y demás gastos necesarios para el control y ejecución del 
contrato. 

• Los costos y gastos por concepto de transporte, administración, distribución y 
cualquier otro tipo de costo necesario para la entrega de los mismos, corren por 



 

cuenta del oferente y por lo tanto, deben incluirse dentro del valor total de la 
oferta. 

• El Municipio de Segovia, no reconocerá ningún reajuste de tarifas o precios 
durante la vigencia del contrato. Por lo tanto, el proponente debe proyectar el 
valor de la oferta por todo el tiempo de ejecución del contrato respectivo. 

• Si al evaluar la propuesta se encuentra un error aritmético, el Municipio de 
Segovia procederá a su corrección y este será el valor que se tendrá en cuenta 
para la evaluación. 

 
Será de exclusiva responsabilidad del oferente los errores u omisiones en que incurra 
al indicar los precios unitarios por ítem y/o totales en su oferta, debiendo asumir los 
mayores costos y/o perdidas que se deriven de dichos errores u omisiones.  

 
Cuando el oferente omita incluir el IVA a que haya lugar, de un bien que está gravado, 
se entiende que está incluido dentro de su valor. 

 
Los costos y gastos de adquisición de los bienes y cualquier otro necesario para la 
consecución de los mismos, corren por cuenta del oferente y deben incluirse en el valor 
de la oferta. Para los efectos anteriores debe diligenciarse además el anexo No. 2 del 
pliego de condiciones. 

 
9. RIESGOS DE LA CONTRATACIÓN Y FORMAS DE MITIGARLO 
 

En cumplimiento del artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, en concordancia con lo establecido 
en el numeral 6 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, se debe realizar un 
análisis del riesgo y la forma de mitigarlo 
 
El estudio de riesgos busca tipificar estimar, y asignar los riesgos previsibles involucrados 
en las diferentes etapas del proceso de contratación (Art. 4 Ley 1150 de 2007), las 
implicaciones económicas de los mismos y su mecanismo de cobertura. 
 
Los interesados en presentar ofertas deberán pronunciarse sobre la tipificación de los 
riesgos en las observaciones al pliego. La presentación de las ofertas implica la aceptación 
por parte del proponente de la distribución de riesgos previsibles efectuada por la entidad. 

 
A continuación, se identifican y describen los riesgos según el tipo y la etapa del Proceso 
de Contratación en la que ocurre; posteriormente se evalúan los riesgos teniendo en cuenta 
su impacto y su probabilidad de ocurrencia; y finalmente, se establece un orden de 
prioridad teniendo en cuenta los controles existentes y el contexto de los mismos.  



 

 
Tabla 1 - Matriz de Riesgos 

 

 
Fuente: Colombia Compra Eficiente. 

 
El orden de prioridad fue establecido asignando un puntaje de acuerdo con la probabilidad 
de ocurrencia (raro; improbable; posible; probable; casi cierto) y su impacto (insignificante; 
menor; moderado; mayor; catastrófico). Los riesgos fueron clasificados teniendo cuenta su 
calificación en la siguiente tabla:  

 
Tabla 2- Prioridad de Tratamiento y Control del Riesgo 

 

 
Fuente: Colombia Compra Eficiente. 

Los riesgos mayores requieren de un monitoreo adicional para disminuir su probabilidad 
de ocurrencia o mitigar su impacto durante el Proceso de Contratación. 

 

9.1. MATRIZ DE RIESGOS 



 
N

o
. 

C
la

se
 

Fu
en

te
 

Et
ap

a 
Ti

p
o

 DESCRIPCIÓN 
(Qué puede pasar y cómo 

puede ocurrir) 

Consecuencia de la 
ocurrencia del evento 

P
ro

b
ab

il
id

ad
 

Im
p

ac
to

 

V
al

o
ra

ci
ó

n
 d

el
 R

ie
sg

o
 

C
at

eg
o

rí
a 

1 
G

en
er

al
 

In
te

rn
o

 
Pl

an
ea

ci
ón

 
O

pe
ra

ci
on

al
 Se presenta cuando la 

definición de la necesidad 
y el objeto establecido en 

el estudio previo, no se 
ajusta a la modalidad de 

selección aplicable. 

Retrasos en la revisión y 
ajuste del estudio previo 
por parte del abogado a 

cargo del tema y 
aprobación del mismo por 

parte del Comité de 
Contratación. 

Pr
ob

ab
le

 4
 

M
en

or
 2

 

6 

R
ie

sg
o 

A
lto

 

2 
G

en
er

al
 

Ex
te

rn
o

 
Se

le
cc

ió
n 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Se presenta cuando en el 
mercado no existe 

suficiente oferta de los 
servicios o bienes 

requeridos 

Retraso en el proceso de 
selección del contratista, 
que afecta la satisfacción 

de la necesidad. 

R
ar

o 
1 

M
en

or
 2

 

3 

R
ie

sg
o 

Ba
jo

 

3 
G

en
er

al
 

Ex
te

rn
o

 
C

on
tr

at
ac

ió
n 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Se presenta cuando 
contratista seleccionado no 

firma el contrato en el 
plazo establecido y/o se 

retrasa en la constitución y 
presentación de las 

garantías que amparan el 
cumplimiento del contrato. 

Retraso en el inicio de la 
ejecución del contrato y 
afectación en el logro de 

los objetivos y satisfacción 
de la necesidad propuesta. Im

pr
ob

ab
le

 2
 

M
en

or
 2

 

4 

R
ie

sg
o 

Ba
jo

 

4 
G

en
er

al
 

Ex
te

rn
o

 
C

on
tr

at
ac

ió
n 

Te
cn

ol
óg

ic
o

 Ocurre cuando se 
presentan fallas en la 

disponibilidad del Sistema 
de Contratación Pública – 

SECOP 
(www.colombiacompra.gov.

co) 

Retraso o incumplimiento 
de los plazos legales para 
la publicación de los actos 
y/o documentos derivados 

de los procesos 
contractuales 

Po
si

bl
e 

3 

In
si

gn
ifi

ca
nt

e 
1 

4 

R
ie

sg
o 

Ba
jo

 

5 
G

en
er

al
 

Ex
te

rn
o

 
Ej

ec
uc

ió
n 

O
pe

ra
ci

on
al

 

Ocurre cuando se 
presentan retrasos o 

incumplimientos en la 
entrega de los informes y/o 
productos o bienes a cargo 
del contratista, con ocasión 

de la ejecución del 
contrato. 

Afectación de la ejecución 
del contrato, satisfacción 
de la necesidad y posible 

incumplimiento de las 
obligaciones y actividades 
pactadas en el contrato. 

Po
si

bl
e 

3 

M
ay

or
 4

 

7 

R
ie

sg
o 

A
lto

 



 
N

o
. 

C
la

se
 

Fu
en

te
 

Et
ap

a 
Ti

p
o

 DESCRIPCIÓN 
(Qué puede pasar y cómo 

puede ocurrir) 

Consecuencia de la 
ocurrencia del evento 

P
ro

b
ab

il
id

ad
 

Im
p

ac
to

 

V
al

o
ra

ci
ó

n
 d

el
 R

ie
sg

o
 

C
at

eg
o

rí
a 

6 
G

en
er

al
 

In
te

rn
o

 
Ej

ec
uc

ió
n 

O
pe

ra
ci

on
al

 Ocurre cuando se 
presentan demoras por 

parte de la Entidad en las 
aprobaciones previas de 

los productos y/o informes 
desarrollados por el 

contratista. 

Afecta el cumplimiento de 
las obligaciones del 

contratante a cargo del 
Supervisor del contrato, 

relacionadas con la 
aprobación de productos 

y/o informes, y genera 
retraso en el trámite de 

pago a favor del 
contratista. 

Im
pr

ob
ab

le
 2

 

M
od

er
ad

o 
3 

5 

R
ie

sg
o 

M
ed

io
 

7 
G

en
er

al
 

In
te

rn
o

 
C

on
tr

at
ac

ió
n 

Fi
na

nc
ie

ro
 Se presenta cuando la 

entidad no cuenta con los 
recursos para pagar el valor 
del contrato en los plazos 

establecidos. 

Genera mora de la entidad 
en el pago que puede 

afectar al contratista, hasta 
el punto de romper la 

ecuación económica del 
contrato. 

R
ar

o 
1 

M
en

or
 2

 

3 

R
ie

sg
o 

Ba
jo

 

8 
G

en
er

al
 

Ex
te

rn
a 

Ej
ec

uc
ió

n 
R

eg
ul

at
or

io
 

Se presenta por la 
expedición de normas que 
impongan nuevos tributos, 

impuestos o cargas 
parafiscales, que pueden 

afectar el equilibrio 
económico del contrato. 

Genera una carga adicional 
a las previstas, que puede 
afectar a cualquiera o a las 

dos partes del contrato. 

Im
pr

ob
ab

le
 2

 

M
en

or
 2

 

4 

R
ie

sg
o 

Ba
jo

 
 

 

9.2. FORMA DE MITIGARLO 
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Ba
jo

 Grupo de 
Contrataci

ón 

Revisando la 
Página de 

SECOP para el 
cargue de la 
información 

Cada vez que 
hay que 

publicar actos 
administrativ

os de 
contratación 

5 

C
O

N
TR

A
TI

ST
A

 Seguimiento y 
verificación del 
cumplimiento de 
las obligaciones 
pactadas en el 
contrato. 
  

Ra
ro

 1
 

In
si

gn
ifi

ca
nt

e 
1 

2 

Ri
es

go
 B

aj
o 

No 
Supervisor del 

contrato 

A través de la 
verificación de 
cumplimiento de 
las obligaciones 
del contratista, en 
los plazos 
establecidos en el 
contrato.  

Permanente y 
previo a la 
expedición del 
recibo a 
satisfacción. 

6 

M
U

N
IC

IP
IO

 

Revisión y 
aprobación 
oportuna de la 
documentación 
inherente a los 
productos e 
informes del 
contrato. 

Ra
ro

 1
 

In
si

gn
ifi

ca
nt

e 
1 

2 

Ri
es

go
 B

aj
o 

No 
Supervisor del 

contrato 

Se establecen 
comités de 

seguimiento y 
supervisión, para 
la revisión previa 
de los productos 

e informes. 

Conforme a los 
plazos 
contractuales. 



 
N

o
.  

¿A
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u
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n
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e 
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n

a?
 

Tratamiento/Co
ntroles a ser 

implementados 

Impacto después 
del tratamiento 

¿A
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a 
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u
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Monitoreo y revisión 

P
ro

b
ab

il
id

ad
 

Im
p

ac
to

 

V
al

o
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ci
ó

n
 

d
el

 R
ie
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o

 

C
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o
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a 

¿C
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e 
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o
? 

P
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d
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¿C
u
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d

o
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7 

M
U

N
IC

IP
IO

 

Verificación del 
valor total del 
contrato y/o sus 
adiciones en 
valor, de manera 
previa a la 
expedición del 
registro 
presupuestal. 

R
ar

o 
1 

M
en

or
  

2 

R
ie

sg
o 

Ba
jo

 

No 
Grupo de 

Presupuesto 

En el momento de 
expedir el registro 

presupuestal al 
contrato y/o sus 

adiciones en valor, 
verificar que los 

valores 
correspondan a 
los del registro 
presupuestal.  

Cada vez que se 
expide registro 
presupuestal a 
un contrato y/o 
adición. 

 

8 

M
U

N
IC

IP
IO

  
 C

O
N

TR
A

TI
ST

A
 Aplicación 

inmediata de las 
disposiciones 
legales y ajuste de 
los procesos 
internos de la 
entidad.   

Ra
ro

 1
 

In
si

gn
ifi

ca
nt

e 
1 

2 

Ri
es

go
 B

aj
o 

No 
CONTRATIST

A 
MUNICIPIO 

Permanente 
consulta y 
actualización 
normativa. 

Permanente 

 
 

Para analizar y comprender de mejor manera la asignación de riesgos, se puede consultar 
el manual para la Identificación y Cobertura del Riesgo en los Procesos de Contratación en 
la página web.  
http://www.colombiacompra.gov.co/sites/default/files/manuales/cce_manual_riesgo_web.
pdf  

 
9.3. ANÁLISIS QUE SUSTENTA LA EXIGENCIA DE GARANTÍAS DESTINADAS A AMPARAR LOS 

PERJUICIOS DE NATURALEZA CONTRACTUAL O EXTRACONTRACTUAL, DERIVADOS DEL 
INCUMPLIMIENTO DEL OFRECIMIENTO O DEL CONTRATO. 

 
Dado que es un servicio que involucra actividades de alto riesgo, estimamos los amparos 
en los conceptos de incumplimiento, de calidad y correcto funcionamiento, 
responsabilidad civil extracontractual y pago de salarios y prestaciones sociales; pues el 
pago se realizará una vez el contratista seleccionado entregue los respectivos informes y 
cuentas de cobro de los servicios prestados de hospedaje y alimentación a los miembros 
de la fuerza pública.  

 
Para garantizar los anteriores riesgos, el contratista deberá suscribir garantía única para el 
cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato y por ello constituirá a favor de El 



 

Municipio garantía única, en los términos de la Ley 80 de 1993 y el Decreto 1082 de 2015  
que deberá amparar el cumplimiento de las obligaciones contractuales, la cual será de 
procedencia y forma aceptables para El Municipio y otorgada por un banco o compañía de 
seguros legalmente establecidos en Colombia y preferiblemente con domicilio y poderes 
decisorios en la ciudad de Medellín. 

 
La garantía se constituirá en la misma moneda del contrato.  El pago de la prima respectiva 
correrá por cuenta del contratista, así como el de las ampliaciones a que haya lugar. 
La garantía deberá establecer la reposición automática de los montos y vigencias en caso 
de que durante su vigencia sea necesaria hacerlas efectivas total o parcialmente. 
 
La garantía deberá acompañarse del correspondiente recibo de pago, estar firmada por el 
contratista, deberá ser constituida en forma tal que cubra única y exclusivamente los 
riesgos contemplados para la ejecución del contrato.  
 
La garantía deberá estar vigente durante toda la vida del contrato, su liquidación, y la 
prolongación de sus efectos. Tratándose de póliza no expirará por falta de pago de la prima 
o por revocatoria unilateral. 
 
Para el proceso contractual de referencia se exigirán las siguientes garantías:  
 

GARANTÍAS VALOR VIGENCIA 

SERIEDAD DE LA OFERTA 
DIEZ POR CIENTO (10%) 
DEL VALOR TOTAL DE 

LA OFERTA 

DESDE LA PRESENTACIÓN DE LA 
OFERTA Y CON UNA VIGENCIA DE 

90 DÍAS CONTADOS A PARTIR 
DEL CIERRE DEL PROCESO    

CUMPLIMIENTO 
VEINTE POR CIENTO 

(20%) DEL VALOR 
TOTAL DEL CONTRATO. 

DURANTE EL TÉRMINO DE 
EJECUCIÓN DEL CONTRATO Y 

SEIS (6) MESES MÁS. 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS, 

PAGO DE SALARIOS, 
PRESTACIONES SOCIALES E 

INDEMNIZACIONES 

DIEZ POR CIENTO (10%) 
DEL VALOR TOTAL DEL 

CONTRATO 

DURANTE EL TÉRMINO DE 
EJECUCIÓN DEL CONTRATO Y 

TRES (3) AÑOS MÁS 

CALIDAD DEL SERVICIO  
VEINTE POR CIENTO 

(20%) DEL VALOR 
TOTAL DEL CONTRATO. 

DURANTE EL TÉRMINO DE 
EJECUCIÓN DEL CONTRATO. 

RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL 
200 SMMLV 

DURANTE EL TÉRMINO DE 

EJECUCIÓN DEL CONTRATO 

 
 



 

10. ACUERDOS Y TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE CONTRATACIÓN 
PÚBLICA:  

 
La Entidad verificó que la contratación a realizar no se encuentra cobijada por un Acuerdo 
Internacional o un Tratado de Libre Comercio vigente para el Estado Colombiano, de 
conformidad con lo dispuesto en el decreto 1082 de 2015. 

 
Lo dicho tiene su razón de ser en la observancia de lo establecido en el decreto 1082/2015 
y de forma específica en el artículo 2.2.1.2.4.2.2. – Convocatoria limitada a MIPYME. 

 
11. LIMITACIÓN TERRITORIAL Y A MIPYMES:  

 
De conformidad con lo señalado en el artículo 2.2.1.2.4.2.2. del Decreto 1082 de 2015 y 
teniendo en cuenta que el valor del presente proceso es inferior a los ciento veinticinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América (US125.000), se podrá limitar la convocatoria a 
MIPYMES cuando se reciba por lo menos dos (2) solicitudes de MIPYMES. 
 
En atención al artículo 12 de la Ley 1150 de 2007 y el artículo 2.2.1.2.4.2.3. del Decreto 1082 
de 2015, en cuanto a la promoción del desarrollo en la contratación pública, el municipio 
de Segovia podrá limitar la convocatoria en beneficio de las MIPYMES que tenga su 
domicilio en el departamento de Antioquia, las cuales deberán acreditarlo conforme a los 
requisitos previstos en el artículo 2.2.1.2.4.2.4. del Decreto 1082 de 2015 y según lo 
dispuesto en el inciso anterior.  

 
12. RÉGIMEN LEGAL: 
 

El presente estudio previo se realiza de conformidad con lo estipulado en Las Leyes 80 de 
1993 y 1150 de 2007, así como a lo consignado en el Decreto N°. 1082 de 2015. 

 
13. SUPERVISIÓN. 
 

De conformidad con lo establecido en los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, con el 
fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción 
y de tutelar la transparencia de la actividad contractual, se establece que el contrato que se 
derive del presente estudio, será vigilado a través de un supervisor. La supervisión consistirá 
en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico sobre el 
cumplimiento del objeto del contrato. 

 



 

La supervisión de este contrato será ejercida por DIEGO FERNANDO MONTOYA MARIN, 
en calidad de SECRETARIO DE GOBIERNO, o quien haga sus veces, para supervisar y 
verificar el correcto desarrollo de las actividades contractuales acorde con la propuesta 
presentada, la cual hace parte integral de este contrato.  
 
El supervisor designado velará por el cumplimiento de las obligaciones contractuales 
pactadas y de las establecidas en el ordenamiento jurídico vigente, en especial con lo 
señalado en materia de seguridad social. 
 

Dado el día 26 de octubre de 2026, en el Municipio de Segovia – Antioquia. 
 
 
 

 

DIEGO FERNANDO MONTOYA MARÍN 

Secretario de Gobierno 
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